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México, Distrito Federal, a veintiséis de diciembre del dos mil ocho. 

V I S T O el juicio de revisión constitucional electoral SUP-JRC-165/2008, 

promovido por la coalición “Juntos Salgamos Adelante” integrada por los 

partidos del Trabajo y Convergencia, en contra de la sentencia de doce de 

diciembre del año en curso, dictada por la Sala de Segunda Instancia del 

Tribunal Electoral del Estado de Guerrero, en el expediente 

TEE/SSI/REC/033/2008 y acumulados;  y, 

R E S U L T A N D O 

C O N S I D E R A N D O: 

QUINTO. Consideraciones previas al análisis de los planteamientos formulados. 

A consecuencia de la reforma del artículo 99, cuarto párrafo, fracción II, 
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segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de noviembre de dos mil 

siete, en vigor a partir del día siguiente, la materia de pronunciamiento sobre el 

tema de nulidades en materia electoral ha sido modificada, precisándose que 

las salas del tribunal electoral sólo podrán declarar la nulidad de una elección 

por causas expresamente previstas en la ley. 

La intelección de dicha disposición constitucional llevó a esta Sala Superior a 

considerar, que al resolver los diversos medios de impugnación de su 

competencia (como el juicio de revisión constitucional electoral) únicamente 

podía ocuparse de los conceptos de agravio expresados en las demandas 

dirigidos a reclamar la nulidad de una elección, cuando versen sobre supuestos 

de invalidez previstos en la ley aplicable. 

A virtud de dicha posición jurídica, la Sala Superior ha estimado que los 

planteamientos en los cuales se haga valer, como pretensión la nulidad de una 

elección distinta a las prevista a la ley, como la que se había dado en llamar 

causal abstracta, deben desestimarse por inoperantes ante la imposibilidad 

constitucional de abordar su estudio. 

Por ese motivo, en distintos asuntos en los cuales se hicieron valer argumentos 

tendentes a cuestionar la legalidad y constitucionalidad de diversas sentencias 

de los tribunales locales que desestimaron la nulidad abstracta de una elección, 

esta Sala Superior omitió pronunciarse en el fondo de los agravios expresados 

dada su inoperancia. 

Tales criterios se contienen en los fallos dictados en los expedientes de los 

juicios de revisión constitucional electoral identificados con las claves SUP-
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JRC-275/2007 y SUP-JRC-276/2007 acumulados, SUP-JRC-437/2007, SUP-

JRC-487/2007, SUP-JRC-624/2007, SUP-JRC-35/2008, sólo por citar algunos, 

en los cuales incluso se precisó que dejó de tener aplicación la tesis de 

jurisprudencia del rubro: "NULIDAD DE ELECCIÓN. CAUSA ABSTRACTA 

(Legislación de Tabasco y similares)". 

Empero, debe decirse que tales planteamientos no deben ser rechazados a 

priori por inoperantes, con base en la sola circunstancia de referirse a 

irregularidades que no se encuentren previstas en normas secundarias como 

causa de invalidez de los comicios, por lo siguiente. 

La disposición constitucional precisada impone la obligación a los tribunales 

electorales de no declarar la nulidad de una elección sino por las causas 

expresamente previstas en la ley, de modo que si un determinado hecho no 

puede concebirse normativamente hablando como causa de nulidad o en 

términos generales como un acto contrario a la ley, no puede ser privado de 

efectos. 

No obstante, lo anterior en modo alguno implica, que la exigencia constitucional 

entraña la prohibición a esta Sala Superior en tanto tribunal de jurisdicción 

constitucional para analizar, cuando es materia de planteamiento, si una 

elección como proceso en su conjunto es violatoria de normas constitucionales, 

dado que la atribución que tiene asignado este órgano jurisdiccional en la 

norma fundamental conlleva el garantizar que los comicios se ajusten no 

solamente a la legalidad sino también a la propia constitución, de modo que 

sólo en los casos en los cuales se prevea de manera expresa como causa de 

nulidad de una elección, según la regulación específica que se contenga en la 
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ley secundaria, atendiendo al mandamiento del artículo 99 citado, podrá 

decretarse la nulidad;  en cambio, cuando realice un estudio para constatar que 

el proceso electoral cumple con los principios constitucionales, podrá 

determinar que la elección es válida o reconocer su invalidez, para los efectos 

de mantenerla subsistente o no respecto de la renovación de los cargos 

públicos.  

Puede acontecer que las inconsistencias o irregularidades alegadas, aun 

cuando no estén previstas en una ley electoral de segundo orden jerárquico, 

constituyan la conculcación directa a una disposición Constitucional, en la cual 

se determine cómo deben ser las elecciones para calificarlas como 

democráticas y ejercicio eficaz del poder soberano que dimana del pueblo, si se 

atiende al hecho de que en la Carta Magna se regulan también las condiciones, 

requisitos, mandatos, garantías o principios que deben observarse en la 

elección de los poderes públicos. 

De esta suerte, si se presentan casos en los cuales las irregularidades 

acaecidas en un proceso electoral son contrarios a una disposición 

constitucional, evidentemente ese acto o hecho, de afectar o viciar en forma 

grave y determinante al proceso comicial atinente, podría conducir a la invalidez 

de la elección por ser contraria a la norma suprema. 

Si llega a presentarse esta situación, es claro que el proceso sería 

inconstitucional y esa circunstancia devendría suficiente para tornarlo ilícito, al 

contravenir el sistema jurídico nacional, con lo cual no podría generar efecto 

válido alguno. 

La tesis expuesta se sustenta en las consideraciones siguientes: 
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La Constitución política establece mandamientos a los cuales debe ceñirse la 

actividad del Estado en la función electoral, se trata de normas inmutables que 

garantizan la existencia misma del régimen político y la subsistencia de la 

organización social, incluso se encuentran disposiciones específicas que 

ordenan cómo deben realizarse determinados actos durante los procesos 

comiciales o prohíben conductas bien determinadas, que vinculan a las 

autoridades, a las entidades de orden público e incluso a los particulares.  

Se trata en cualquier caso de normas de derecho vigente, con fuerza vinculante 

de orden superior, que al ser continentes de derechos y obligaciones, se deben 

guardar por las autoridades garantes de su cumplimiento, así como por 

aquellos sujetos corresponsables de su observancia. 

Así, en lo que al caso interesa los artículos 39, 40, 41, 116 y 133 la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen lo siguiente: 

“Artículo 39.- La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el 
pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de 
éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la 
forma de su gobierno. 

Artículo 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República 
representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y soberanos 
en todo lo concerniente a su régimen interior; pero unidos en una Federación 
establecida según los principios de esta ley fundamental. 

Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la 
Unión, en los casos de la competencia de éstos, y por los de los Estados, en lo 
que toca a sus regímenes interiores, en los términos respectivamente establecidos 
por la presente Constitución Federal y las particulares de los Estados, las que en 
ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.  

La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante 
elecciones libres, auténticas y periódicas, conforme a las siguientes bases:  
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I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las 
normas y requisitos para su registro legal y las formas específicas de su 
intervención en el proceso electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán 
derecho a participar en las elecciones estatales, municipales y del Distrito Federal.  

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la 
vida democrática, contribuir a la integración de la representación nacional y como 
organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del 
poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y 
mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo. Sólo los ciudadanos 
podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e individualmente a ellos; por tanto, 
quedan prohibidas la intervención de organizaciones gremiales o con objeto social 
diferente en la creación de partidos y cualquier forma de afiliación corporativa.  

Las autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de 
los partidos políticos en los términos que señalen esta Constitución y la ley.  

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera 
equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y señalará las 
reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y sus 
campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos 
prevalezcan sobre los de origen privado.  

… 

III. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho al uso de manera 
permanente de los medios de comunicación social.  

Apartado A. El Instituto Federal Electoral será autoridad única para la 
administración del tiempo que corresponda al Estado en radio y televisión 
destinado a sus propios fines y al ejercicio del derecho de los partidos 
políticos nacionales, de acuerdo con lo siguiente y a lo que establezcan las leyes:  

a) A partir del inicio de las precampañas y hasta el día de la jornada electoral 
quedarán a disposición del Instituto Federal Electoral cuarenta y ocho minutos 
diarios, que serán distribuidos en dos y hasta tres minutos por cada hora de 
transmisión en cada estación de radio y canal de televisión, en el horario referido 
en el inciso d) de este apartado;  

b) Durante sus precampañas, los partidos políticos dispondrán en conjunto de un 
minuto por cada hora de transmisión en cada estación de radio y canal de 
televisión; el tiempo restante se utilizará conforme a lo que determine la ley;  
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c) Durante las campañas electorales deberá destinarse para cubrir el derecho de 
los partidos políticos al menos el ochenta y cinco por ciento del tiempo total 
disponible a que se refiere el inciso a) de este apartado;  

d) Las transmisiones en cada estación de radio y canal de televisión se distribuirán 
dentro del horario de programación comprendido entre las seis y las veinticuatro 
horas; 

e) El tiempo establecido como derecho de los partidos políticos se distribuirá entre 
los mismos conforme a lo siguiente: el treinta por ciento en forma igualitaria y el 
setenta por ciento restante de acuerdo a los resultados de la elección para 
diputados federales inmediata anterior;  

f) A cada partido político nacional sin representación en el Congreso de la Unión se 
le asignará para radio y televisión solamente la parte correspondiente al porcentaje 
igualitario establecido en el inciso anterior, y 

g) Con independencia de lo dispuesto en los apartados A y B de esta base y fuera 
de los periodos de precampañas y campañas electorales federales, al Instituto 
Federal Electoral le será asignado hasta el doce por ciento del tiempo total de que 
el Estado disponga en radio y televisión, conforme a las leyes y bajo cualquier 
modalidad; del total asignado, el Instituto distribuirá entre los partidos políticos 
nacionales en forma igualitaria un cincuenta por ciento; el tiempo restante lo 
utilizará para fines propios o de otras autoridades electorales, tanto federales como 
de las entidades federativas. Cada partido político nacional utilizará el tiempo que 
por este concepto le corresponda en un programa mensual de cinco minutos y el 
restante en mensajes con duración de veinte segundos cada uno. En todo caso, las 
transmisiones a que se refiere este inciso se harán en el horario que determine el 
Instituto conforme a lo señalado en el inciso d) del presente Apartado. En 
situaciones especiales el Instituto podrá disponer de los tiempos correspondientes 
a mensajes partidistas a favor de un partido político, cuando así se justifique.  

Los partidos políticos en ningún momento podrán contratar o adquirir, por sí 
o por terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y 
televisión.  

Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de 
terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en 
las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de 
partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. Queda 
prohibida la transmisión en territorio nacional de este tipo de mensajes 
contratados en el extranjero.  

Las disposiciones contenidas en los dos párrafos anteriores deberán ser cumplidas 
en el ámbito de los estados y el Distrito Federal conforme a la legislación aplicable.  
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Apartado B. Para fines electorales en las entidades federativas, el Instituto Federal 
Electoral administrará los tiempos que correspondan al Estado en radio y televisión 
en las estaciones y canales de cobertura en la entidad de que se trate, conforme a 
lo siguiente y a lo que determine la ley:  

a) Para los casos de los procesos electorales locales con jornadas comiciales 
coincidentes con la federal, el tiempo asignado en cada entidad federativa estará 
comprendido dentro del total disponible conforme a los incisos a), b) y c) del 
apartado A de esta base;  

b) Para los demás procesos electorales, la asignación se hará en los términos de la 
ley, conforme a los criterios de esta base constitucional, y  

c) La distribución de los tiempos entre los partidos políticos, incluyendo a los de 
registro local, se realizará de acuerdo a los criterios señalados en el apartado A de 
esta base y lo que determine la legislación aplicable.  

Cuando a juicio del Instituto Federal Electoral el tiempo total en radio y televisión a 
que se refieren este apartado y el anterior fuese insuficiente para sus propios fines 
o los de otras autoridades electorales, determinará lo conducente para cubrir el 
tiempo faltante, conforme a las facultades que la ley le confiera.  

Apartado C. En la propaganda política o electoral que difundan los partidos 
deberán abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los 
propios partidos, o que calumnien a las personas. 

Durante el tiempo que comprendan las campañas electorales federales y locales y 
hasta la conclusión de la respectiva jornada comicial, deberá suspenderse la 
difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental, tanto de los poderes federales y estatales, como de los 
municipios, órganos de gobierno del Distrito Federal, sus delegaciones y 
cualquier otro ente público. Las únicas excepciones a lo anterior serán las 
campañas de información de las autoridades electorales, las relativas a servicios 
educativos y de salud, o las necesarias para la protección civil en casos de 
emergencia.  

Apartado D. Las infracciones a lo dispuesto en esta base serán sancionadas por el 
Instituto Federal Electoral mediante procedimientos expeditos, que podrán incluir la 
orden de cancelación inmediata de las transmisiones en radio y televisión, de 
concesionarios y permisionarios, que resulten violatorias de la ley.  

IV. La ley establecerá los plazos para la realización de los procesos partidistas de 
selección y postulación de candidatos a cargos de elección popular, así como las 
reglas para las precampañas y las campañas electorales.  
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La duración de las campañas en el año de elecciones para Presidente de la 
República, senadores y diputados federales será de noventa días; en el año 
en que sólo se elijan diputados federales, las campañas durarán sesenta días. 
En ningún caso las precampañas excederán las dos terceras partes del 
tiempo previsto para las campañas electorales.  

La violación a estas disposiciones por los partidos o cualquier otra persona física o 
moral será sancionada conforme a la ley.  

V. La organización de las elecciones federales es una función estatal que se 
realiza a través de un organismo público autónomo denominado Instituto 
Federal Electoral, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya 
integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos 
nacionales y los ciudadanos, en los términos que ordene la ley. En el ejercicio de 
esta función estatal, la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y 
objetividad serán principios rectores.  

… 

VI. Para garantizar los principios de constitucionalidad y legalidad de los actos 
y resoluciones electorales, se establecerá un sistema de medios de 
impugnación en los términos que señalen esta Constitución y la ley. Dicho sistema 
dará definitividad a las distintas etapas de los procesos electorales y 
garantizará la protección de los derechos políticos de los ciudadanos de 
votar, ser votados y de asociación, en los términos del artículo 99 de esta 
Constitución.  

En materia electoral la interposición de los medios de impugnación, 
constitucionales o legales, no producirá efectos suspensivos sobre la resolución o 
el acto impugnado. 

… 

Artículo 99.- El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la 
fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional 
en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.  

… 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en 
los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:  

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores; 
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II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala 
Superior.  

Las salas Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de 
una elección por las causales que expresamente se establezcan en las leyes. 

La Sala Superior realizará el cómputo final de la elección de Presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos, una vez resueltas las impugnaciones que se hubieren 
interpuesto sobre la misma, procediendo a formular, en su caso, la declaración de 
validez de la elección y la de Presidente Electo respecto del candidato que hubiese 
obtenido el mayor número de votos.  

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, 
distintas a las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas 
constitucionales o legales;  

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las 
autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y 
calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los 
mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso 
respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente 
cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 
plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada 
para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios 
elegidos;  

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político 
electorales de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica 
para tomar parte en los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta 
Constitución y las leyes. Para que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 
Tribunal por violaciones a sus derechos por el partido político al que se encuentre 
afiliado, deberá haber agotado previamente las instancias de solución de conflictos 
previstas en sus normas internas, la ley establecerá las reglas y plazos aplicables;  

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;  

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Federal Electoral y sus 
servidores;  

VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Federal 
Electoral a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, 
nacionales o extranjeras, que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las 
leyes, y  
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IX. Las demás que señale la ley.  

Las salas del Tribunal Electoral harán uso de los medios de apremio necesarios 
para hacer cumplir de manera expedita sus sentencias y resoluciones, en los 
términos que fije la ley.  

Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 105 de esta Constitución, las salas del 
Tribunal Electoral podrán resolver la no aplicación de leyes sobre la materia 
electoral contrarias a la presente Constitución. Las resoluciones que se dicten 
en el ejercicio de esta facultad se limitarán al caso concreto sobre el que verse el 
juicio. En tales casos la Sala Superior informará a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.  

… 

La Sala Superior podrá, de oficio, a petición de parte o de alguna de las salas 
regionales, atraer los juicios de que conozcan éstas; asimismo, podrá enviar 
los asuntos de su competencia a las salas regionales para su conocimiento y 
resolución. La ley señalará las reglas y los procedimientos para el ejercicio de tales 
facultades.  

… 

Artículo 116.- El poder público de los Estados se dividirá, para su ejercicio, en 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos poderes 
en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en un solo 
individuo. 

Los Poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada 
uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 

… 

IV. Las Constituciones y leyes de los Estados en materia electoral garantizarán 
que:  

a) Las elecciones de los gobernadores, de los miembros de las legislaturas locales 
y de los integrantes de los ayuntamientos se realicen mediante sufragio universal, 
libre, secreto y directo; y que la jornada comicial tenga lugar el primer domingo de 
julio del año que corresponda. Los Estados cuyas jornadas electorales se celebren 
en el año de los comicios federales y no coincidan en la misma fecha de la jornada 
federal, no estarán obligados por esta última disposición;  
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b) En el ejercicio de la función electoral, a cargo de las autoridades electorales, 
sean principios rectores los de certeza, imparcialidad, independencia, legalidad y 
objetividad;  

c) Las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las 
jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía 
en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;  

d) Las autoridades electorales competentes de carácter administrativo puedan 
convenir con el Instituto Federal Electoral se haga cargo de la organización de los 
procesos electorales locales;  

e) Los partidos políticos sólo se constituyan por ciudadanos sin intervención de 
organizaciones gremiales, o con objeto social diferente y sin que haya afiliación 
corporativa. Asimismo tengan reconocido el derecho exclusivo para solicitar el 
registro de candidatos a cargos de elección popular, con excepción de lo dispuesto 
en el artículo 2o., apartado A, fracciones III y VII, de esta Constitución;  

f) Las autoridades electorales solamente puedan intervenir en los asuntos internos 
de los partidos en los términos que expresamente señalen;  

g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para 
sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto 
durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento 
para la liquidación de los partidos que pierdan su registro y el destino de sus bienes 
y remanentes;  

h) Se fijen los criterios para establecer los límites a las erogaciones de los partidos 
políticos en sus precampañas y campañas electorales, así como los montos 
máximos que tengan las aportaciones de sus simpatizantes, cuya suma total no 
excederá el diez por ciento del tope de gastos de campaña que se determine para 
la elección de gobernador; los procedimientos para el control y vigilancia del origen 
y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos políticos; y establezcan 
las sanciones por el incumplimiento a las disposiciones que se expidan en estas 
materias;  

i) Los partidos políticos accedan a la radio y la televisión, conforme a las normas 
establecidas por el apartado B de la base III del artículo 41 de esta Constitución;  

j) Se fijen las reglas para las precampañas y las campañas electorales de los 
partidos políticos, así como las sanciones para quienes las infrinjan. En todo caso, 
la duración de las campañas no deberá exceder de noventa días para la elección 
de gobernador, ni de sesenta días cuando sólo se elijan diputados locales o 
ayuntamientos; las precampañas no podrán durar más de las dos terceras partes 
de las respectivas campañas electorales;  
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k) Se instituyan bases obligatorias para la coordinación entre el Instituto Federal 
Electoral y las autoridades electorales locales en materia de fiscalización de las 
finanzas de los partidos políticos, en los términos establecidos en los dos últimos 
párrafos de la base V del artículo 41 de esta Constitución;  

l) Se establezca un sistema de medios de impugnación para que todos los actos y 
resoluciones electorales se sujeten invariablemente al principio de legalidad. 
Igualmente, que se señalen los supuestos y las reglas para la realización, en los 
ámbitos administrativo y jurisdiccional, de recuentos totales o parciales de votación;  

m) Se fijen las causales de nulidad de las elecciones de gobernador, diputados 
locales y ayuntamientos, así como los plazos convenientes para el desahogo de 
todas las instancias impugnativas, tomando en cuenta el principio de definitividad 
de las etapas de los procesos electorales, y  

n) Se tipifiquen los delitos y determinen las faltas en materia electoral, así como las 
sanciones que por ellos deban imponerse 

V. Las Constituciones y leyes de los Estados podrán instituir tribunales de lo 
contencioso-administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, que 
tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la Administración 
Pública Estatal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, 
su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones. 

VI. Las relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores, se regirán por 
las leyes que expidan las legislaturas de los Estados con base en lo dispuesto por 
el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y sus 
disposiciones reglamentarias. 

VII. La Federación y los Estados, en los términos de ley, podrán convenir la 
asunción por parte de éstos del ejercicio de sus funciones, la ejecución y operación 
de obras y la prestación de servicios públicos, cuando el desarrollo económico y 
social lo haga necesario. 

Los Estados estarán facultados para celebrar esos convenios con sus Municipios, a 
efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o la atención de las 
funciones a las que se refiere el párrafo anterior. 

… 

Artículo 130.- El principio histórico de la separación del Estado y las iglesias 
orienta las normas contenidas en el presente artículo. Las iglesias y demás 
agrupaciones religiosas se sujetarán a la ley. 
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Corresponde exclusivamente al Congreso de la Unión legislar en materia de culto 
público y de iglesias y agrupaciones religiosas. La ley reglamentaria respectiva, que 
será de orden público, desarrollará y concretará las disposiciones siguientes: 

… 

d) En los términos de la ley reglamentaria, los ministros de cultos no podrán 
desempeñar cargos públicos. Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero 
no a ser votados. Quienes hubieren dejado de ser ministros de cultos con la 
anticipación y en la forma que establezca la ley, podrán ser votados. 

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar 
proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación política 
alguna. Tampoco podrán en reunión pública, en actos de culto o de 
propaganda religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a 
las leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los 
símbolos patrios. 

Queda estrictamente prohibida la formación de toda clase de agrupaciones 
políticas cuyo título tenga alguna palabra o indicación cualquiera que la relacione 
con alguna confesión religiosa. No podrán celebrarse en los templos reuniones 
de carácter político. 

… 

Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 
se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán 
la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a 
dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario 
que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.” 

Del contenido de dichas disposiciones se desprenden distintas directrices y 

mandamientos sobre la función estatal relativa a la renovación de los poderes 

públicos. 

Como directrices o mandamientos de optimización encontramos los siguientes:  

1. El estado mexicano se constituye en una república, democrática, 

representativa y federal, compuesta de Estados libres y soberanos. 
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2. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión. 

3. Los poderes ejecutivo y legislativo son electos mediante el sufragio universal, 

libre, secreto y directo. 

4. El sistema aplica de igual modo para los Estados miembros de la Republica, 

de acuerdo con las bases generales que se establecen en la Constitución. 

5. La elección se logra mediante procedimientos especiales que deben colmar 

determinadas condiciones para garantizar la validez de la renovación de las 

funciones públicas. 

6. Para considerar producto del ejercicio popular de la soberanía, acorde con el 

sistema jurídico-político construido en la Carta Magna y ajustado a las leyes 

electorales estatales, emitidas conforme a ella, debe garantizarse que las 

elecciones sean libres, auténticas y periódicas. 

7. En dichos procesos electivos es garantía el principio de equidad, para que 

los partidos políticos gocen de las prerrogativas necesarias para cumplir los 

fines asignados: fomentar la participación ciudadana en la vida política del país 

y como organización de ciudadanos, ser el medio para que éstos puedan 

ejercer el derecho de ser votados para los cargos públicos. 

8. En el otorgamiento de financiamiento público y en el acceso a los medios 

masivos de comunicación, deben permear los principios de igual y equidad, 

cuidando que en las campañas electorales prevalezcan los recursos públicos 

sobre los de origen privado. 
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9. La organización de las elecciones debe estar a cargo de un organismo 

público y autónomo, cuya función se rija por los principios de autonomía, 

imparcialidad y profesionalismo. 

10. Exista un sistema de medios de impugnación asignado a un tribunal de 

jurisdicción especializada, para garantizar que todos los actos y resoluciones 

electorales se ajusten a la constitución y a la ley; tribunal que cuenta con 

atribuciones extraordinarias incluso para desaplicar leyes en casos concretos, 

cuando se advierte que son contrarias a la ley suprema, o para determinar por 

acuerdos la atracción o delegación de la competencia para el conocimiento de 

ciertos asuntos, según se justifique conforme a las disposiciones legales 

atinentes. 

Por otro lado, de entre las normas concretas o específicas previstas en los 

preceptos transcritos, se encuentran incluso algunas incorporadas con la 

reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación del trece de noviembre 

de dos mil siete, como las que de manera enunciativa, no limitativa, se 

mencionan a continuación: 

1. La orden de fijar en la ley los límites de las erogaciones en los procesos 

internos de los partidos políticos para la selección de sus candidatos. 

2. El otorgamiento de la administración y asignación de tiempos del Estado para 

los partidos políticos a través de su distribución, en forma exclusiva a la 

autoridad administrativa electoral. 

3. La contratación directa por parte del Instituto Federal Electoral de tiempos en 

radio y televisión, para la difusión de la propaganda electoral. 
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4. La prohibición expresa de que los partidos contraten o adquieran, por sí o por 

terceras personas, tiempos en cualquier modalidad de radio y televisión. 

5. La prohibición respecto de cualquier persona física o moral, sea a título 

propio o por cuenta de terceros, para contratar propaganda en radio y televisión 

dirigida a influir en las preferencias electorales, ni a favor ni en contra de 

partidos políticos o de candidatos a cargos de elección popular. 

6. La prohibición expresa de que en la propaganda política o electoral se 

utilicen expresiones que denigren a las instituciones y a los partidos políticos, o 

que calumnien a las personas. 

7. La determinación de que las salas de este tribunal electoral sólo podrán 

declarar la nulidad de una elección por causas expresamente previstas en la 

ley. 

8. La prohibición de involucrar en los procesos comiciales cualquier actividad de 

índole religiosa, así como la restricción directa a los ministros de culto religioso 

para hacer proselitismo o propaganda política y para postularse para los cargos 

de elección popular, a menos que se separen de dichos oficios en los términos 

y condiciones que fijen las leyes. 

Como puede observarse, las disposiciones establecidas en la Constitución 

respecto de la función estatal que se traducen en las elecciones, no contienen 

simples directrices, sino incluyen una serie de mandamientos, para regular el 

modo de realizar los comicios, definir lo permitido y precisar las conductas 

prohibidas, mandatos todos ellos que tienen carácter vinculantes para las 
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autoridades en general, partidos políticos, candidatos, personas jurídicas o 

personas físicas. 

Se trata en realidad de disposiciones con contenido material normativo, 

susceptibles de tutela judicial inmediata por los tribunales a quienes se 

encomienda el sistema de control de constitucionalidad y legalidad electoral, es 

decir, por las Salas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, a 

través de los diversos medios de impugnación establecidos para ese efecto, lo 

cual deviene además como deber constitucional expreso y como garantía de los 

justiciables, tutelada en el artículo 17 de la propia norma fundamental, para que 

sus pretensiones sea resueltas. 

En esas condiciones, se impone como conclusión, que las disposiciones legales 

de orden secundario o de nivel jerárquico inferior a la Constitución, no son la 

única fuente o vía para regular los supuestos permisivos, prohibitivos, 

dispositivos o declarativos que rigen las cuestiones electivas. 

Tales cuestiones se encuentran primeramente reguladas por la norma superior 

o ley fundamental del país, que por la naturaleza de la fuente de la cual 

dimanan, se traducen en presupuestos o condiciones imprescindibles para la 

validez de todo acto, resolución o procesos electorales por lo que, dado ese 

orden jerárquico, las demás normas deben ajustarse a esas normas principales. 

Por ende, si una elección resulta contraria a dichas normas supremas, bien 

porque inobserva dichos mandamientos o porque se conculcan de cualquier 

forma, inatendiendo los mandatos o contraviniendo las prohibiciones, entonces 

el proceso y sus resultados no pueden considerarse aptos constitucionalmente 

para renovar los cargos de elección popular. 
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Como puede advertirse, dado el contenido material de esas disposiciones, 

obviamente se trata de mandamientos con valor normativo que obligan a las 

autoridades a velar por su aplicación puntual, e imponen el deber a los demás 

sujetos a observar y acatar dichos mandatos dentro de una elección, porque 

sólo así se logran las condiciones propicias a la emisión del sufragio.  

Adicionalmente, la calidad normativa de esas disposiciones deriva no solo de su 

contenido material, sino también de lo consignado en numeral 133 citado, pues 

establece que la Constitución, las leyes del Congreso que emanen de ella y los 

tratados internacionales que se celebren con arreglo a  la misma, son la ley 

suprema de toda la unión, a la cual deben ajustarse los tribunales.  

De esta suerte, al tener dichas disposiciones el carácter de norma, vinculantes 

en cuanto a su observancia, resulta inconcuso que un proceso en el cual se 

demuestre la existencia de actos contraventores de la constitución, deben ser 

calificados como no amparados por el sistema jurídico nacional y, por ende, no 

deben producir efectos, sino por el contrario, probados esos extremos debe 

aplicarse, como consecuencia normativa, la privación de validez del acto o 

resolución que se encuentre viciado. 

Tal conclusión se justifica al tratarse de una violación directa a los preceptos 

constitucionales, que aun cuando no contienen una referencia literal, este 

efecto está implícito, porque se trata del ordenamiento supremo del Estado 

Mexicano, a través del cual se configura, ordena y delimitan los poderes 

instituidos, se fijan los límites del ejercicio de las funciones públicas, se delimita 

el ámbito de libertades y derechos fundamentales de los gobernados, al tiempo 

que se precisan los objetivos a cumplirse en beneficio de la sociedad, con base 
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en lo cual se reglamenta la forma del gobierno, el ejercicio de la soberanía, los 

medios legítimos para renovar los cargos públicos, los derechos políticos, los 

mecanismos para ejercerlos y los instrumentos que los garantizan. 

Se trata de un sistema preceptivo que por su origen es soberano y legítimo, de 

orden principal que hace funcional e integral el régimen político, jurídico y 

social, caracterizado por su conformación a base de principios y normas 

concretas que contienen mandatos, previsiones o prohibiciones, todas 

reconocidas como válidas, superiores y fundamentales, que no pueden ser 

alterados ni son objeto de negociación, por ende, su cumplimiento no está 

sujeto a la voluntad o arbitrio de las autoridades ni de los gobernados. 

En ese contexto, la plena vigencia y observancia de las leyes constitucionales 

obliga a las autoridades competentes a garantizar cabalmente su aplicación, así 

como a sancionar los actos e incluso normas que las contravengan, por 

ejemplo, tratándose de las leyes, mediante su derogación o modificación 

legislativa o a través de la expulsión del sistema jurídico nacional; pero si se 

trata de actos o resoluciones, entonces debe declararse su ineficacia jurídica, 

tarea que corresponde, entre otros, a este Tribunal Electoral del Poder Judicial 

de la Federación como órgano con jurisdicción encargado de hacer operativo el 

sistema de medios de impugnación en materia electoral. 

Acorde con todas estas bases, es válido concluir que los actos o resoluciones 

electorales que sean contrarios a las disposiciones de la Ley Suprema e 

impacten en los procesos comiciales, constituyen causa de invalidez de éstos, 

porque al vulnerar esas disposiciones quedan fuera del marco jurídico 

fundamental y ello conduce a que, mediante la declaración correspondiente, se 
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determine su ineficacia. 

Fortalece la conclusión anterior el hecho de que las leyes pueden estar 

expresadas de distintas maneras, bien en forma prohibitiva, como al determinar 

que ciertas conductas no están permitidas; en modo permisivo al autorizar la 

realización de los actos; o de manera dispositiva, al determinar cómo deben ser 

las cosas, ya sean las actuaciones de las autoridades o los actos jurídicos 

electorales. 

Las leyes o normas dispositivas establecen el deber ser, ya sea 

conceptualmente o descriptivamente, al prever los elementos o condiciones que 

se han de satisfacer en la emisión del acto (lato sensu), en estos supuestos, las 

normas conllevan implícitamente la consecuencia jurídica, porque al definir un 

acto o prever sus componentes, permiten al operador de la norma realizar un 

comparativo del acto ejecutado y constatar si corresponde al previsto o 

autorizado en la ley, de modo que sólo si colma sus componentes podrá ser 

reconocido como legal y producir sus consecuencias.  

Por tanto, deviene inconcuso que un acto no puede ser entendido como 

elección a la que se refiere la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, cuando no se ajusta a los elementos previstos en ella, ni es dable 

reconocerle efectos jurídicos, sino por el contrario debe ser privado de efectos, 

a lo cual puede identificarse como causa de invalidez por violaciones 

constitucionales.  

Tales conclusiones se ajustan asimismo, a una interpretación sistemática y 

funcional de los propios artículos 39, 40, 41, 99 y 116 de la Ley Fundamental, y 

no a una apreciación gramatical aislada del penúltimo de dichos preceptos. 
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En efecto, como ya se ha apuntado, el artículo 99, fracción II, de la Constitución 

establece que las Salas del Tribunal Electoral sólo podrán declarar la nulidad de 

una elección por causas expresamente previstas en la ley. La intelección literal 

de dicha norma implicaría que a falta de una regulación expresa de las causas 

de insubsistencia del acto, no podría determinarse la eficacia de una elección, 

al margen del cumplimiento o no los imperativos constitucionales que las rigen. 

En cambio, la correlación de dicha norma con los demás artículos en cita, en 

los cuales, como se mostró, se establecen un conjunto de mandamientos para 

las elecciones, nos lleva a estimar que para hacerlos funcionales, todos deben 

tener aplicación, lo cual conlleva que en modo alguno pueden inobservarse, ni 

incumplirse, sino más bien deben ser plenamente vigentes y obligatorias, para 

garantizar el ejercicio de la soberanía popular. 

De otro modo, se haría nugatorio lo estatuido en los demás preceptos de la ley 

suprema por la simple circunstancia de que en una norma secundaria no se 

recoja, como hipótesis de invalidez, la conculcación de las normas y principios  

constitucionales que rigen a los comicios, lo cual además de hacer inoperante 

las normas rompería el sistema normativo nacional, al generar la inaplicación 

de determinados mandatos constitucionales, y supeditar su eficacia a que el 

legislador ordinario recoja en la ley inferior la violación constitucional como 

causa de nulidad de una elección. 

En esa virtud, la correlación de tales numerales conduce a estimar que la 

previsión contenida en el artículo 99, fracción II, de la Constitución, relativa a la 

exigencia de decretar la nulidad de las elecciones por causas que estén 

expresamente previstas en la ley, se refiere a las leyes secundarias, en donde 
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se delimitan los casos ordinarios de nulidad, pero no entraña excluir la 

posibilidad de constituir causa de invalidez de los comicios cuando se acredite 

la violación de distintas normas de materia electoral que prevé la propia Ley 

Suprema, en cuyo caso no se requiere la reiteración en normas secundarias ni 

la consignación expresa de la consecuencia de nulidad, pues basta con 

justificar fehacientemente que se han contravenido dichas normas de manera 

generalizada y grave, y que ello es determinante en la elección, para declarar 

su invalidez. 

Lo cual encuentra justificación, adicionalmente, en el hecho de que la 

restricción mencionada tampoco conlleva un impedimento para que el Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación, como encargado del sistema de 

medios  control establecido en el propio precepto 99 de la ley Fundamental, 

pueda verificar que los actos y resoluciones electorales se ajusten a los 

principios de legalidad constitucional y se atienden los mandatos de la norma 

suprema. 

No pasa inadvertido a esta Sala Superior el principio de definitividad previsto en 

los artículos 41 y 116 constitucionales,  que rige la materia electoral, conforme 

al cual las distintas etapas del proceso comicial, una vez agotadas son 

definitivamente concluidas, sin que exista la posibilidad legal de reponerlas, el 

cual entraña la vinculación a los actores de los procesos electorales, como lo 

son los partidos políticos, las coaliciones, los candidatos, las autoridades 

electorales, principalmente éstas, en tanto depositarias de la función estatal  de 

organizar los procesos electorales, de velar por la legalidad del mismo, y la 

restitución cuando adviertan circunstancias que pudieran afectar los resultados. 
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Por ende, están vinculados a actuar en consecuencia para restaurar 

oportunamente los actos del proceso electoral, en el caso de la autoridad, y a 

promover los medios de impugnación y denuncias pertinentes, en contra de los 

actos o resoluciones que sean contrarios a derecho, tratándose de los demás 

sujetos que intervienen en los procesos electorales, para enmendar  las 

irregularidades y subsanar los vicios del proceso, con miras a que el resultado 

(la elección) resulte válido y legítimo para la finalidad constitucionalmente 

regulada. 

De suerte que, en atención a dicho principio de definitividad, deben promover y 

actuar en el ámbito de sus correspondientes deberes, para depurar el 

procedimiento, porque en caso contrario, los actores legitimados que omiten 

actuar en ese ámbito de corresponsabilidad, pueden verse impedidos para 

cuestionar la validez de la elección en aquellos casos en los que la irregularidad 

pueda serles atribuida, ya sea porque directamente la hubieran generado o 

porque los hechos o circunstancias que puedan constituir la irregularidad hayan 

sido provocados por ellos mismos. 

En este mismo sentido se ha expresado esta Sala Superior, al resolver por 

unanimidad de votos y mediante ejecutoria de veintitrés de diciembre del dos 

mil siete, el juicio de revisión constitucional electoral SUP-JRC-604/2007, 

promovido por el Partido Revolucionario Institucional, en contra de la sentencia 

de ocho de diciembre de ese mismo año, dictada por el Tribunal Electoral del 

Estado de Michoacán, al resolver los juicios de inconformidad TEEM-JIN-

049/2007 y TEEM-JIN-050/2007 acumulados.   

Al respecto, debe recordarse que el artículo 41, base VI, de la Constitución 
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Política de los Estados Unidos Mexicanos, consigna que debe existir un sistema 

de medios de impugnación que garantice que los actos y resoluciones 

electorales se apeguen a los principios de constitucionalidad y legalidad, a su 

vez, la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral, en su artículo 3 señala que los medios de defensa tienen por objeto el 

garantizar la constitucionalidad y legalidad de actos y resoluciones y con base 

en el artículo 99 de la Carta Magna el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación es el máximo órgano jurisdiccional en la materia, con la excepción 

de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 y en tal virtud a éste le 

corresponde sustanciar y resolver los medios de impugnación, esto es, debe 

realizar cuando corresponda un análisis constitucional como en el caso, o de 

legalidad.  

Con base en lo expuesto, procede a examinar las irregularidades aducidas 

como causa de invalidez de una elección, sin una calificación a priori de los 

motivos de inconformidad como inoperantes, cuando no se encuentren 

previstas literalmente como tales en una norma secundaria, porque dichos 

argumentos pueden ser estudiados, al existir la posibilidad de conformar una 

causa de invalidez de un proceso electoral por ser violatorio a normas 

constitucionales. 

Para estos supuestos deben darse los siguientes elementos:   

a) La exposición de un hecho que se estime violatorio de algún principio o 

precepto constitucional;  

b) La comprobación plena del hecho que se reprocha;  
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c) El grado de afectación que la violación al principio o precepto constitucional 

haya producido dentro del proceso electoral; y  

d) Determinar si la infracción respectiva resulta cualitativa o cuantitativamente 

determinante para invalidar la elección de que se trate. 

Con relación a los dos presupuestos primeramente señalados, cabe señalar 

que corresponde a la parte impetrante exponer los hechos que estime 

infractores de algún principio o precepto constitucional, y aportar todos los 

medios de convicción que estime pertinentes y necesarios para acreditar el 

hecho que invoque. 

En todo caso, una vez demostrado el hecho que se aduzca contrario a la 

constitución, corresponde al tribunal calificarlo para establecer si constituye una 

irregularidad al encontrarse en oposición a los mandamientos de dicha norma.  

Por otro lado, para determinar el grado de afectación que haya sufrido el 

principio o precepto constitucional que de que se trate, es menester que el 

juzgador analice con objetividad los hechos que hayan sido probados, para que, 

con apoyo en los mismos, determine la intensidad del grado de afectación al 

principio o precepto constitucional, estimando si es de considerarse grave; 

exponiendo los razonamientos que sustenten la decisión.  

Finalmente, para determinar si la infracción al principio o precepto constitucional 

resulta cualitativa o cuantitativamente determinante para anular la elección de 

que se trate, deben seguirse las pautas contenidas en los criterios 

generalmente aceptados, que versan sobre el análisis del elemento 

determinante desde un punto de vista cualitativo o numérico. 
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Por ende, para estar en condiciones de apreciar si la vulneración a un principio 

o precepto constitucional, trae como consecuencia la invalidez o insubsistencia 

de una elección, es indispensable precisar si el hecho denunciado y probado 

representa una irregularidad grave y si ésta es determinante como para 

producir alcances. 

SEXTO. Establecido lo anterior, procede analizar los agravios formulados por la 

coalición “Juntos Salgamos Adelante”, dirigidos a controvertir la legalidad de la 

sentencia reclamada, y tendentes a evidenciar que en la elección de los 

integrantes del ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, se 

cometieron distintas irregularidades que son violatorias de normas 

constitucionales y deben dar lugar a la invalidez de dichos comicios.  


